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Introducción

1. Introducción 

El siguiente informe se ha realizado en conjunto entre la Institución Nacional 
de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo (INDDHH) y la Oficina Nacional 
del Servicio Civil (ONSC). Este acuerdo institucional de trabajo ha permitido ana-
lizar la situación del cumplimiento de la Ley 19.122, cuyo objetivo es dictar nor-
mas para favorecer la participación de personas afrodescendientes en las áreas 
educativa y laboral. Esta ley se aprobó el 21 de agosto de 2013 y se reglamentó 
en el plazo estipulado mediante el Decreto 144/014 del 22 de mayo de 2014.

La Ley 19.122 de 21 de agosto de 2013 constituyó un hito en Uruguay, en 
tanto reconoce que la población afrouruguaya ha sido históricamente víctima 
de racismo, discriminación y estigmatización desde el tiempo de la trata y el 
tráfico esclavista. Se propone contribuir a reparar los efectos de esta discrimi-
nación histórica por medio de la aplicación de acciones afirmativas dirigidas 
a la población afrodescendiente, así como a combatir, mitigar y colaborar a 
erradicar todas las formas de discriminación.

La ley busca combatir tanto los actos de discriminación directa como indi-
recta que violen las normas y los principios contenidos en la Ley de la Lucha 
Contra el Racismo, la Xenofobia y Toda Otra Forma de Discriminación (17.817). 
Incorpora la perspectiva de género, por lo que toma el tema de la ascendencia 
étnico-racial desde su interseccionalidad.

Es una ley que establece también unas líneas de política pública a seguir en 
los ámbitos educativo y laboral. Su decreto reglamentario establece que la au-
topercepción étnico-racial será la que determinará a los beneficiarios, según 
los criterios aplicados por el Instituto Nacional de Estadística (INE). 

El artículo 4 de la Ley 19.122 obliga a los poderes del Estado, el Tribunal de 
Cuentas, la Corte Electoral, el Tribunal de los Contencioso Administrativo, los 
gobiernos departamentales, los entes autónomos, los servicios descentraliza-
dos y las personas jurídicas de derecho público no estatales a destinar el 8% 
de los puestos de trabajo, a ser llenados en el año, a personas afrodescendien-
tes que cumplan los requisitos para acceder a ellos, previo llamado público. 

Le otorga a la ONSC el cometido de presentar anualmente la información 
que surja de la aplicación de este artículo en las instancias de presupuesto y 
rendición de cuentas al Parlamento.
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El Decreto 144/014 establece que todos los organismos obligados deberán 
informar a la ONSC, al 31 de diciembre de cada año, el número de personas 
ingresadas durante el año anterior, con detalle del puesto de trabajo ocupado 
y toda la información que le sea solicitada, en el marco de las competencias 
de la Oficina. A su vez, incluye diversas disposiciones sobre los llamados en el 
ámbito de los Incisos del Poder Ejecutivo.

En 2017, se promueve la obligación de publicar los llamados en Poder Le-
gislativo, Poder Ejecutivo, Poder Judicial, Tribunal de Cuentas, Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, entes autónomos y servicios descentralizados 
(mediante art. 11, Ley 18.632), estableciendo como falta grave su incumpli-
miento. Se establece también que, previo a la publicación, la ONSC controlará 
que el organismo convocante haya dado cumplimiento a lo dispuesto por el 
art. 4 de la Ley 19.122. Esta disposición se aplicará a la Corte Electoral y a los 
gobiernos departamentales, de acuerdo con su normativa legal y constitucio-
nal específica. 

La Ley 20.075 en su artículo 11 modifica este artículo y agrega que la ONSC 
podrá suspender la publicación del llamado hasta que el organismo adecue 
las bases del llamado contemplando la normativa de cuotas. Lo dispuesto en 
el inciso primero del artículo 4 tenía una vigencia de 15 años desde la promul-
gación de la Ley 19.122 y el artículo 525 de la Ley 20.075 dispone que regirá 
por el plazo de quince años a partir de la promulgación de la presente ley, es 
decir, hasta 2037.

La INDDHH ha evaluado positivamente el proceso iniciado por el Estado 
uruguayo con la aprobación de esta ley y acompañó la discusión sobre su im-
plementación, a la vez que dio cumplimiento estricto a la nueva normativa en 
sucesivos llamados a concurso para ingreso de sus funcionarios/as.

La ONSC desde el año 2014 ha realizado informes correspondientes al re-
levamiento de ingreso de personas afrodescendientes al Estado y organismos 
paraestatales (personas jurídicas de derecho público no estatales), al amparo 
del art. 4 de la Ley 19.122 del 21 de agosto de 2013.

Debido a que el 21 de agosto de 2023 la ley ha cumplido 10 años desde 
su promulgación y ejecución, ambas instituciones han decidido trabajar en 
conjunto en este informe. Este presenta los antecedentes de la ley por parte 
de ambas instituciones durante estos diez años, así como el análisis de los 
datos sistematizados por la ONSC y la INDDHH y, por último, los desafíos y las 
ausencias del Estado para su cumplimiento.
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Antecedentes

2. Antecedentes

2.1	 Presentación de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos y Defensoría del Pueblo

La INDDHH es un órgano estatal autónomo que funciona en el ámbito del 
Poder Legislativo. Fue creada por Ley 18.446 del 24 de diciembre de 2008, 
como un instrumento complementario de otros ya existentes, con el fin de 
otorgar mayores garantías a las personas en el goce de sus derechos humanos 
y para que las leyes, las prácticas administrativas y políticas públicas se desa-
rrollen en consonancia con los mismos.

Según expresa la exposición de motivos de la Ley de Creación: 

“(…) la matriz conceptual de los derechos humanos, determina la necesidad 
de concebir a la INDDHH como una institución del Poder Legislativo, indepen-
diente y separada del Poder Ejecutivo y del Poder Judicial, con atribuciones y 
funciones adecuadas para la protección de los derechos humanos en toda su 
extensión, de alcance nacional, con funcionamiento permanente y sin limita-
ciones temáticas o sectoriales, dentro del marco constitucional. Al mantener 
su distancia real del gobierno, puede aportar una contribución excepcional a 
los esfuerzos del país por proteger las libertades fundamentales de sus habi-
tantes y por crear una cultura integral de respeto, promoción y plena vigen-
cia de los derechos humanos, en su concepción de un todo independiente 
e indivisible —derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales—. 
Teniendo como cometidos fundamentales observar y controlar la realización 
efectiva de los derechos humanos de todo el quehacer estatal y, además, in-
tervenir en denuncias sobre violaciones a los derechos humanos, implica una 
expansión de las salvaguardas existentes.”

La INDDHH comenzó a ejercer sus funciones el 22 de junio de 2012 al asu-
mir el primer Consejo Directivo, nombrado por la Asamblea General.

La ley madre de la INDDHH es la Ley 18.446, que establece que su cometi-
do es “la defensa, promoción y protección en toda su extensión, de los dere-
chos humanos reconocidos por la Constitución de la República y el Derecho 
Internacional”.
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Sus múltiples competencias se detallan en el artículo 4 de dicha ley: 

“(Competencia). - La INDDHH será competente para:

A) Proponer la suscripción, aprobación, ratificación, adhesión e implementa-
ción de tratados internacionales relacionados con derechos humanos.

B) Proponer la denuncia de tratados internacionales que a juicio de la INDDHH 
sean violatorios de los derechos humanos.

C) Promover la adopción de las medidas que considere adecuadas para que el 
ordenamiento jurídico y las prácticas administrativas e institucionales se armo-
nicen con los instrumentos internacionales relacionados con derechos huma-
nos en los que el Estado sea parte.

D) Emitir opiniones y recomendaciones sobre los informes que el Estado se 
proponga presentar o que hubiere presentado a los órganos encargados del 
contralor internacional de las obligaciones contraídas por el Estado, en virtud 
de tratados internacionales relacionados con derechos humanos y sobre las 
observaciones que dichos órganos internacionales de contralor hubieran emi-
tido respecto de los informes del Estado.

E) Colaborar con las autoridades competentes en los informes que el Estado 
deba presentar a los órganos encargados del contralor internacional de las 
obligaciones contraídas por el Estado, en virtud de tratados internacionales 
relacionados con los derechos humanos.

F) Realizar, con el alcance y extensión que considere pertinente, estudios e 
informes sobre la situación nacional, departamental o zonal, relacionados con 
los derechos humanos, sobre derechos humanos especialmente considerados 
y sobre cuestiones específicas relacionadas con los derechos humanos.

G) Recomendar y proponer la adopción, supresión o modificación de prácticas 
institucionales, prácticas o medidas administrativas y criterios utilizados para 
el dictado de actos administrativos o resoluciones, que a su juicio redunden en 
una mejor protección de los derechos humanos.

H) Emitir opiniones, recomendaciones y propuestas sobre proyectos de ley o pro-
puestas de reformas constitucionales relacionados con los derechos humanos.

I) Recomendar a las autoridades competentes la aprobación, derogación o mo-
dificación de las normas del ordenamiento jurídico que a su juicio redunden en 
una mejor protección de los derechos humanos.

J) Conocer e investigar presuntas violaciones a los derechos humanos, a peti-
ción de parte o de oficio, de acuerdo al procedimiento que se establece en la 
presente ley.
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K) Proponer a las autoridades competentes la adopción de las medidas que 
considere pertinentes para poner fin a la violación de derechos humanos que 
haya constatado, establecer el plazo en el cual deberán ser cumplidas y suge-
rir las medidas reparatorias que estime adecuadas, sin perjuicio de realizar 
recomendaciones generales para eliminar o prevenir situaciones similares o 
semejantes.

L) Proponer a las autoridades competentes, en el curso de una investigación 
que esté realizando de oficio o a denuncia de parte, la adopción de las medidas 
provisionales de carácter urgente que considere pertinentes para que cese la 
presunta violación de los derechos humanos, impedir la consumación de per-
juicios, el incremento de los ya generados o el cese de los mismos.

M) Cooperar, para la promoción y protección de los derechos humanos, con los 
órganos internacionales encargados del control internacional de las obligacio-
nes contraídas por el Estado, con instituciones u organizaciones internaciona-
les regionales o instituciones nacionales, que sean competentes en la promo-
ción y protección de los derechos humanos.

N) Colaborar con las autoridades competentes en la educación en derechos 
humanos en todos los niveles de enseñanza y, especialmente, colaborar con la 
Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Educación y Cultura en los 
programas generales y especiales de formación y capacitación en derechos hu-
manos destinados a los funcionarios públicos, particularmente en los previstos 
en el artículo 30 de la Ley Nº 18.026, de 25 de setiembre de 2006.

O) Informar y difundir de la forma más amplia posible a la opinión pública, los 
derechos humanos, las normas nacionales e internacionales que los regulan y 
los mecanismos de protección nacional e internacional”.

2.2	 Creación del Área de Igualdad y No  
Discriminación y de la Unidad Étnico-Racial

Por resolución de fecha 1 de noviembre de 2022, dentro de la INDDHH 
se creó el Área de Igualdad y No Discriminación con el cometido, entre otros 
aspectos, de promover el relacionamiento con organismos estatales con com-
petencia y vinculación con el diseño e implementación de políticas públicas, 
profundizar el vínculo con las organizaciones de la sociedad civil vinculadas 
a las temáticas de actuación de las unidades del Área y realizar informes y 
estudios relativos a la situación de las personas y poblaciones abarcadas en el 
ámbito de actuación de las unidades que la integran.
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Se creó dentro de la referida Área, la Unidad Étnico-Racial, cuyos cometi-
dos fueron establecidos en la resolución indicada, destacándose, entre otros 
aspectos, la articulación con la Comisión Honoraria contra el Racismo, la Xe-
nofobia y Toda Otra Forma de Discriminación, canalizando las denuncias por 
eventuales vulneraciones que no llegan directamente a la INDDHH, así como 
propuestas de cualquier tipo relacionadas con la temática; recolectar infor-
mación proveniente de sociedad civil acerca de hechos de discriminación de 
cualquier tipo sufridos por razones étnico-raciales, en cualquier punto del 
país; el relacionamiento con organismos públicos; y realizar el monitoreo del 
cumplimiento de leyes vigentes en relación a acciones afirmativas, procedien-
do a la recolección y el análisis de información disponible, así como realizar 
propuestas para obtener información aún no disponible.

2.3	 Antecedentes de la INDDHH sobre el tema

La INDDHH ha acompañado la discusión sobre la implementación de la ley, 
también ha recibido denuncias sobre su aplicación y ha presentado informes 
a los órganos internacionales de protección de derechos humanos respecto 
al cumplimiento de esta ley. Complementariamente, a partir de las denuncias 
recibidas, la Institución ha emitido recomendaciones a organismos públicos 
en los que recomienda revisar sus prácticas administrativas para una mejor 
implementación de la Ley 19.122. 

En seguimiento de las denuncias recibidas, y con el objetivo de colaborar 
en la correcta implementación de la ley, la INDDHH ha mantenido reuniones 
con diferentes organismos, como el Banco de Seguros del Estado (BSE), la Uni-
versidad de la República (UDELAR) y la División de Derechos Humanos del Mi-
nisterio de Desarrollo Social (MIDES). 

Para la Institución tanto la implementación de la ley, así como el cambio 
cultural que supone su efectiva aplicación son de vital importancia para la 
construcción de una sociedad en la que se protejan y garanticen los derechos 
humanos de todas las personas que habitan en el territorio nacional.
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Resoluciones de la INDDHH respecto a la Ley 19.122

3.	 Resoluciones de la INDDHH  
respecto a la Ley 19.122

3.1	 Resolución 418/16. Trabajo afirmativo.  
UDELAR

La INDDHH se dirigió a la UDELAR en el marco del caso presentado por 
“Trabajo afirmativo. Servicio Comunitario de Difusión. Orientación y Consulta 
dependiente de la Coordinadora Nacional Afrodescendiente”, concerniente a 
la implementación de acciones afirmativas hacia la población afrodescendien-
te en aplicación de lo dispuesto por la Ley 19.122.

La denuncia fue presentada con fecha 8 de junio de 2016, en la cual se ma-
nifestó que no se estaría dando cumplimiento a la aplicación de la cuota del 
8% en la totalidad de los llamados públicos a cubrir vacantes laborales, tanto 
a nivel del funcionariado como a nivel docente que se encuentra realizando la 
UDELAR durante el presente año, incumpliendo lo dispuesto por los artículos 
2, 4 y 6 de la Ley 19.122.

Con fecha 25 de julio de 2016, la UDELAR respondió en lo sustancial y se-
ñaló que del tenor de la denuncia surgen dos interpretaciones respecto a la 
UDELAR: “a) no cubre el 8% de las vacantes objeto de cada llamado público 
concreto o b) si no se cubre en general con el 8% de las vacantes generadas en 
el año, siendo la última hipótesis la que se compadece con lo dispuesto por el 
artículo 4 de la Ley 19.122”.

En tal sentido, agrega que: 

“La Administración podrá definir políticamente, por razones de mérito (oportu-
nidad y conveniencia): a) qué llamados a provisión de vacantes sean destinados 
exclusivamente a personas afrodescendientes; b) una convocatoria general con 
cupos específicos para postulantes con descendencia afrodescendiente; c) un 
llamado abierto sin previsión de ningún tipo de discriminación positiva; d) un 
llamado destinado exclusivamente a personas con discapacidad (Ley 18.651)”.
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“Que con motivo de la obligación legal (artículo 4 de la Ley 19.122) la UDELAR 
ha realizado un llamado reservado a personas afrodescendientes. Resolución 
31 de 3 de agosto de 2015 para la provisión de cargos de Asistente de Bibliote-
ca. Especialista Superior I. Esc. D. G.o 9, en el que se presentaron dos postulan-
tes. Asimismo, se realizó un llamado para Asistente de Informática (Esc. D3, Es-
pecialista Superior III. G.o 7), en el que ninguno de los postulantes inscriptos se 
autodeclaró afrodescendiente. Con relación a los cargos docentes, la Dirección 
General de Personal aclara que “los llamados se encuentran descentralizados”.

Por lo expuesto el Consejo Directivo de la INDDHH resolvió:
a)	 Que la UDELAR no ha cumplido con la obligación dispuesta por el artícu-

lo 4 de la Ley 19.122, consecuentemente violando el derecho humano 
tutelado por la norma.

b)	 Recomendar a la UDELAR que, en plazo más breve posible, implemente 
la revisión de sus procedimientos y prácticas institucionales que lleva-
ron al referido incumplimiento. A la vez, que continúe promoviendo la 
implementación de medidas complementarias que refuercen las accio-
nes afirmativas establecidas por la Ley 19.122.

c)	 Solicitar a la UDELAR informe en el plazo de seis meses respecto a las 
acciones implementadas en cumplimiento de la presente resolución.

3.2	 Resolución 538/17. Discriminación racial/ 
Concurso BSE

La INDDHH recibió, con fecha 3 de noviembre de 2017, una denuncia rea-
lizada por el grupo Jóvenes Afro-Uruguayos. Esta se refiere al procedimiento 
utilizado por el BSE en el concurso para administrativos III, para dar cumpli-
miento a las medidas afirmativas dispuestas en la Ley 19.122.

De acuerdo a la información que brindara, el BSE se encuentra realizan-
do un proceso de concurso externo de oposición para proveer 42 cargos de 
especializado III Montevideo y 12 cargos de especializados III Sucursal. Dicho 
concurso, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 4 de la Ley 19.122, 
prevé la cuota del 8% para personas afrodescendientes.

La denuncia plantea que en la prueba de conocimiento realizada el día 1 
de noviembre de 2017:

“(…) se ubicó a los aspirantes por la ley N.° 19.122 en un grupo aparte, además 
de marcarlos con una señal roja en sus remeras, así como también fueron mar-
cadas las hojas de sus pruebas. A consecuencia de esto, los aspirantes debie-
ron soportar burlas por parte de los concursantes generales”.
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La INDDHH mantuvo una reunión con integrantes de la Dirección de Dere-
chos Humanos de MIDES y con las personas denunciantes. En dicha reunión, 
representantes del Mides informaron del trabajo realizado previamente con el 
BSE para la aplicación de la cuota. 

Por su parte, las personas denunciantes informaron que la directora de Capi-
tal Humano las convocó a una reunión. La Institución, en acuerdo con las perso-
nas denunciantes y previa comunicación con el BSE, decidió participar de dicha 
instancia de diálogo. El espacio permitió atender lo planteado por las personas 
denunciantes. El BSE asumió el compromiso de no repetir estas prácticas en el 
futuro, así como de emitir un comunicado público sobre esta situación.

Con base en lo expuesto anteriormente, el Consejo Directivo de la INDDHH 
resolvió:

a)	 Considerar satisfactoria la respuesta brindada por el BSE en la medida 
que permite alcanzar una reparación integral que contribuya a la elimi-
nación de toda forma de discriminación racial.

b)	 Resaltar las acciones previamente desarrolladas por la División de De-
rechos Humanos del Ministerio de Desarrollo Social para la implemen-
tación de la Ley 19.122 en el caso concreto.

c)	 Recomendar al BSE que implemente medidas de capacitación de su per-
sonal respecto al derecho a la no discriminación, en especial en cuanto 
a los conceptos de discriminación múltiple y racismo, en el marco del 
Bloque de Constitucionalidad vigente en nuestro país, en especial so-
bre las obligaciones asumidas por el Estado uruguayo en la Convención 
Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y formas Co-
nexas de Intolerancia de 2013 (ratificada por Uruguay por Ley 19.517).

3.3	 Resolución 676/18. Derecho a la igualdad y la no  
discriminación. Llamado de ASSE (Ley 19.122)

La INDDHH recibió el 5 de setiembre de 2018 una denuncia presentada por 
X, otra presentada el 11 de setiembre de 2018 por X y una tercera presentada 
el 13 de noviembre de 2018 por X. Analizados los correspondientes requisitos 
de admisibilidad, las tres denuncias fueron ingresadas.

El Sr. X expresó que se presentó en diciembre de 2017 como aspirante a 
la convocatoria para desempeñar la función de chofer que se realizó por la 
Unidad Ejecutora 017 Centro Departamental de Cerro Largo, en el régimen 
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de lo dispuesto por el artículo 256 de la Ley 18.834, del 4 de noviembre de 
2011. Asimismo el denunciante señaló que por resolución interna 248/2018 
se aprobó el acta de evaluación de los concursantes con los criterios de selec-
ción y el posterior orden de prelación de dicho concurso. De esta resolución 
se desprende, según su criterio, que no se tuvo en consideración lo dispuesto 
por la Ley 19.122, que prevé cuotas laborales para personas afrodescendien-
tes, como medida de acción afirmativa.

Por su parte, la Sra. Licenciada en Psicología relató que en setiembre de 
2017 se presentó a un llamado realizado por “UE Red de Atención Primaria 
del Área Metropolitana” para psicólogos, con el objetivo de elaborar una lista 
de prelación para cubrir las vacantes que se fueran generando en dicha red. 
Agregó que en el mencionado llamado no se contempló la variable étnico-ra-
cial en los términos indicados por la mencionada ley, pregunta que formuló al 
entregar la carpeta de antecedentes y méritos. 

Destacó que en el mes de junio del 2023 recurrió esta omisión y solicitó su 
enmienda. Indicó, por último, que el 10 de setiembre pasado fue notificada de 
una resolución en la que se indica que no se repara la omisión puesta de mani-
fiesto, fundamentándose en que la denunciante no se había autoidentificado 
en el momento de presentar los antecedentes y méritos, lo que fue explicado 
por la denunciante por la ausencia de formularios o ítems que permitieran tal 
identificación.

La INDDHH ha podido comprobar, consultando la página web respectiva, 
que en el caso de la convocatoria realizada por la UE 068 - Administración de 
los Servicios de Salud del Estado, para desempeñar funciones de conserje, 
de agosto de 2018, en la placa figura un apartado de “Requisitos leyes: - Ley 
18.651 de 19/2/2010: presentar registro de la ‘Comisión Nacional Honoraria 
de la Discapacidad’. - ley N°19.122 de 21/8/2013: realizar ‘Declaración Jurada 
de su Sentido de Pertenencia Afrodescendiente’ (Formulario de inscripción)” 
y en la página web se encuentra un formulario para la adhesión de las perso-
nas a las leyes mencionadas.

En virtud de los hechos narrados, la INDDHH solicitó por medio del oficio 
se informe: a) si en las bases de las convocatorias para desempeñar funciones 
en el organismo se está dando cumplimiento a lo dispuesto por la Ley 19.122 
del 21 de agosto de 2013, en cuanto dispone contemplar cuotas laborales 
para personas afrodescendientes, y b) en caso contrario, qué medidas se pre-
vé adoptar al respecto de los próximos llamados y de los ya cumplidos, desde 
que la ley mencionada entró en vigencia.
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Con fecha del 9 de octubre de 2018, se recibe respuesta de ese organismo 
al oficio mencionado, respecto a la denuncia realizada por el Sr. X, no habién-
dose recibido respuesta de los hechos narrados en la denuncia realizada por 
la Lic. ingresada.

Ese organismo responde conocer los hechos denunciados y que “Durante 
el año 2017 la Gerencia de Recursos Humanos de ASSE comenzó a trabajar en 
la elaboración de un procedimiento para el cumplimiento de la ley N° 19.122”, 
explicitando a su vez las dificultades en la “correcta implementación de la nor-
mativa debido a las propias características del organismo”. Expresan que las 
más de ochenta unidades ejecutoras con que cuenta la Administración de los 
Servicios de Salud del Estado (ASSE) realizan los llamados para cubrir vacantes 
de forma descentralizada, de acuerdo a las necesidades y vacantes disponi-
bles. Estas particularidades han “dificultado la definición de un proceso ade-
cuado y aplicable a todas las funciones asignadas a los cargos del organismo”. 
Culmina la respuesta citando: “En lo que resta del año 2018, la Gerencia de 
Recursos Humanos terminará de definir un procedimiento único para la actua-
ción de los tribunales y un mecanismo único de registro que permita realizar 
el control de los ingresos al amparo de la citada normativa”.

El 23 de octubre de 2018 se confiere vista de la respuesta de ese organis-
mo y el Señor X no realiza descargos.

Luego de recibir la respuesta, la INDDHH también recibió la respuesta de 
los anteriores llamados por parte de ASSE, que a continuación se detalla.

“La Sra. Auxiliar de Farmacia Hospitalaria X manifestó que el 25 de mayo de 
2018 se presentó a un llamado realizado por ‘UE: 06 Hospital Pasteur’ para 
Auxiliar de Farmacia Suplente. El 29 de junio de 2018 se presentó a un llamado 
realizado por ‘UE: 07 Hospital Vilardebó’ para Auxiliar de Farmacia Suplente, 
con el objetivo de elaborar una lista de prelación para cubrir las vacantes. Agre-
gó que en los mencionados llamados no se contempló la variable étnico-racial 
en los términos indicados por la mencionada ley 19.122”.

“En el caso de los llamados de Auxiliar de Farmacia Suplente, la convocatoria 
realizada no incluye la Ley 19.122, ‘Afrodescendientes, Normas para favorecer 
su Participación en las Áreas Educativa y Laboral’”.

El Consejo Directivo de la INDDHH resolvió:

a)	 Considerar satisfactoria la colaboración de ASSE en estas actuaciones, 
teniendo en cuenta la información oportunamente proporcionada por 
ese organismo, tanto en respuesta al oficio enviado como en el contac-
to realizado con sus autoridades.



Informe de los 10 años de cumplimiento de la Ley 19.122. Desafíos de su implementación

22

b)	 Sin perjuicio de lo anterior, recomendar a ASSE que realice los mayores 
esfuerzos respecto a la promoción y protección de los derechos de la 
población afrouruguaya y asegurar el cumplimiento de los marcos jurí-
dicos existentes.

c)	 La INDDHH subraya que ASSE no ha cumplido con la obligación dispues-
ta por el artículo 4 de la Ley 19.122, consecuentemente violando el 
derecho humano tutelado por la misma.

d)	 Recomendar a ASSE que, en un plazo breve y prudencial, implemente la 
revisión de sus procedimientos y prácticas institucionales que llevaron 
al referido incumplimiento. A la vez, que analice las posibilidades de 
reparación de las personas que se presentaron a los llamados, ya que 
fueron vulnerados sus derechos en el amparo de la Ley 19.122.

e)	 La INDDHH se pone a su disposición para colaborar con ese orga-
nismo, con el objetivo de generar y promover políticas públicas que 
contribuyan a reparar los efectos de la discriminación histórica hacia 
la población afrouruguaya, de forma tal de dar cumplimiento a com-
promisos internacionales y nacionales asumidos por nuestro país en 
la materia.

f)	 A los efectos de lo dispuesto en el artículo 28 de la Ley 18.446, la INDD-
HH solicita a ese organismo que, en el plazo de diez (10) días hábiles, 
manifieste formalmente si acepta o no las presentes recomendaciones. 
En caso afirmativo, se solicita se sirva indicar qué acciones adoptará 
para el efectivo cumplimiento de las recomendaciones referidas.

3.4	 Resolución 698/19. Consulta sobre el  
cumplimiento de la Ley 19.122 por parte  
del Ministerio de Educación y Cultura

La INDDHH, el día 26 de junio de 2018 se dirigió al Ministerio de Educación 
y Cultura (MEC), en el marco de lo dispuesto por el artículo 4 de la Ley 18.446, 
a efectos de solicitar información respecto al cumplimiento de la Ley 19.122: 
“Fijación de Disposiciones con el Fin de Favorecer la Participación en las Áreas 
Educativa y Laboral, de los Afrodescendientes”.
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Según establece dicha ley en el artículo 6:

“Los sistemas de becas y apoyos estudiantiles que se resuelvan y asignen a 
nivel nacional y departamental, aun cuando su fuente de financiamiento sea la 
cooperación internacional, deberán incorporar cupos para personas afrodes-
cendientes en la resolución y asignación de las mismas. La Beca Carlos Quijano 
(artículo 32 de la ley N° 18.046, de 24 de octubre de 2006) asignará al menos 
un 30 % (treinta por ciento) del fondo para personas afrodescendientes”.

Habiéndose promulgado la Ley 19.122 el 21 de agosto de 2013, se le solici-
tó al MEC que informara en un plazo máximo de 10 días hábiles sobre:

a)	 La cantidad de becas para la población afrodescendiente que se otorga-
ron desde la promulgación de la ley hasta la fecha.

El 10 de diciembre de 2018 la INDDHH recibió respuesta por parte del MEC 
en relación al caso analizado, donde se señala:

“Becas a estudiantes de Educación Media

En el año 2014 se otorgaron 423 becas de Apoyo Económico a estudiantes 
afrodescendientes de un total de 4.545 becas otorgadas, lo que correspondió 
a un 9%.

En el año 2015 se otorgaron 2.360 becas de Apoyo Económico a estudiantes 
afrodescendientes de un total de 11.296 becas otorgadas, lo que correspondió 
a un 20%.

En el año 2016 se otorgaron 1.758 becas de Apoyo Económico a estudiantes 
afrodescendientes de un total de 11.296 becas otorgadas, lo que correspondió 
a un 15%.

En el año 2017 se otorgaron 2.123 becas de Apoyo Económico a estudiantes 
afrodescendientes de un total de 11.296 becas otorgadas, lo que correspondió 
a un 18%.

En el año 2018 se otorgaron 2.146 becas de Apoyo Económico a estudiantes 
afrodescendientes de un total de 10.763 becas otorgadas, lo que correspondió 
a un 19%”.

Por lo expuesto, el Consejo Directivo de la INDDHH resuelve:

b)	 Considerar satisfactoria la colaboración del MEC en estas actuaciones, 
teniendo en cuenta la información oportunamente proporcionada por 
ese organismo.
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c)	 Sin perjuicio de lo anterior, recomendar al MEC que continúe realizando 
los mayores esfuerzos respecto a la promoción y protección de los de-
rechos de la población afrouruguaya.

d)	 Recomendar al MEC que retome los espacios de diálogo político con 
la sociedad civil afrouruguaya, ya que desde las organizaciones de la 
sociedad civil se informó a la INDDHH sobre la culminación de las reu-
niones de la comisión de educación en forma unilateral.

e)	 Recomendar que el MEC analice en profundidad las causas del rezago 
y culminación de los ciclos educativos, así como las posibles estrategias 
para revertir dicha situación. Este punto es de suma importancia, ya que 
los datos cualitativos y cuantitativos respecto a la población afrouru-
guaya continúan marcando brechas sociales raciales incambiadas.

f)	 La INDDHH reitera su disposición de continuar trabajando con el MEC, 
con el objetivo de generar políticas públicas que contribuyan a reparar 
los efectos de la discriminación histórica hacia la población afrourugua-
ya, de forma tal de dar cumplimiento a compromisos internacionales 
asumidos por nuestro país en la materia.

3.5	 Resolución 669/19. Consulta sobre el cumplimiento 
de la Ley 19.122 por parte del Instituto Nacional de 
Empleo y Formación Profesional

En 2018, la INDDHH solicitó la siguiente información al Instituto Nacional 
de Empleo y Formación Profesional (INEFOP): a) la cantidad de cursos destina-
dos para la población afrodescendiente desde la promulgación de la ley hasta 
la fecha; b) ¿qué cantidad de personas afrodescendientes fueron beneficiadas 
en los programas de capacitación y calificación implementados por INEFOP?; 
c) ¿cuál es la cantidad que finalizaron los mismos?

La INDDHH recibió respuesta por parte del INEFOP en relación al caso ana-
lizado, en la que se señala:

“1) Cantidad de cursos destinados para la población afrodescendiente desde 
la promulgación de la ley a la fecha. INEFOP dispone del 100% de las capacita-
ciones y calificación que realiza en sus diferentes modalidades a nivel nacional, 
promoviendo el acceso de población afrodescendiente.
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Se viene trabajando hacia la inclusión a través de las diferentes modalidades, 
programas, convenios y acuerdos con instituciones públicas y privadas para el 
cumplimiento de la ley 8% de inclusión, porcentaje que comprendemos como 
piso de nuestras acciones.

2) Qué cantidad de personas afrodescendientes fueron beneficiadas en los 
programas de capacitación y calificación implementados por INEFOP. 

En el período 2013-2018, de acuerdo con los datos registrados en las platafor-
mas de gestión de INEFOP, la participación de personas afrodescendientes en 
las diferentes modalidades de capacitación es la siguiente:

Año
Números 

de cupos de 
capacitación

Números de 
participantes 
registrados

Porcentaje de participantes 
inscriptos sobre cupos de 

capacitación

2013 13223 221 1,7

2014 12218 4997 41,0

2015 15930 4930 31,0

2016 30457 5509 18,0

2017 45118 3020 6,7

2018 16130 5251 33,0 

Fuente: Unidad de Monitoreo y Evaluación (INEFOP).

El “porcentaje de participantes inscriptos sobre cupos de capacitación” surge 
del cálculo porcentual del número de participantes registrados con respecto al 
número de cupos de capacitación.

Año
Números de 
participantes 
registrados

Números de participantes 
que declaran ser 

afrodescendientes

Porcentaje de participación 
de que declaran ser 
afrodescendientes

2013 221 14 6,3

2014 4997 634 12,7

2015 4930 570 11,6

2016 5509 685 12,4

2017 3020 385 12,7

2018 5251 697 13,3

Fuente: Unidad de Monitoreo y Evaluación (INEFOP).

La tabla anterior presenta, del número de participantes registrados, cuántos 
declararon tener ascendencia “afro o negra”, independientemente de si fue la 
única ascendencia declarada o la principal entre varias ascendencias declara-



Informe de los 10 años de cumplimiento de la Ley 19.122. Desafíos de su implementación

26

das. En próximos reportes se podrá distinguir a los que declararon ascendencia 
“afro o negra” como la principal. De estas dos cifras surge el cálculo del porcen-
taje de participantes que declara ser afrodescendiente.

3) ¿Cuál es la cantidad que finalizaron los mismos?

INEFOP a la fecha no dispone de esta información de sus capacitaciones para 
ninguna población, ni general ni focalizada”.

Cumplidos los procedimientos de estilo, el Consejo Directivo de la INDDHH 
recomendó al INEFOP: 

a)	 Considerar satisfactoria la colaboración de INEFOP en estas actuacio-
nes, teniendo en cuenta la información oportunamente proporcionada 
por ese organismo, tanto en respuesta al oficio enviado como en el con-
tacto realizado con sus autoridades. 

b)	 Sin perjuicio de lo anterior, recomendar al INEFOP que realice los mayo-
res esfuerzos respecto a la promoción y protección de los derechos de la 
población afrouruguaya y asegurar su pleno acceso al trabajo decente. 

c)	 Recomendar al INEFOP que realice las acciones pertinentes respecto a 
disponer de información de sus capacitaciones, tanto presenciales como 
virtuales con el fin el procurar la igualdad de oportunidades de empleo, así ́
como erradicar la discriminación en el trabajo y en la remuneración, pres-
tando especial atención a las necesidades de las personas afrouruguayas. 

d)	 Este punto es de suma importancia, ya que los datos cualitativos y cuan-
titativos respecto a la población afrouruguaya continúan marcando bre-
chas sociales raciales incambiadas. 

e)	 Si bien se ha acumulado suficiente información cuantitativa para que el 
país tome medidas orientadas a eliminar la desigualdad racial, la INDD-
HH considera que la política de registros de INEFOP presenta la desven-
taja de la ausencia de los registros de capacitaciones, esto es un hecho 
de significativa relevancia en el estudio de los perfiles demográficos, 
socioeconómicos y desempeños de la población afrouruguaya. Esta in-
formación posibilitará las garantías orientadas a evaluar la magnitud de 
las desigualdades étnico-raciales relacionadas con la formación laboral. 

f)	 Realizar acciones tendientes a promocionar que el sector privado reali-
ce contratación, remuneración y ascenso de personal, con miras a ase-
gurar la presencia de la población afrouruguaya en todos los niveles. 

g)	 Promover y apoyar la organización de empresas de propiedad de 
afrouruguayas, facilitándoles el acceso a créditos y programas de capa-
citación específicos. 
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h)	 Identificar los factores que impiden el acceso y la promoción de la po-
blación afrouruguaya en los ámbitos públicos y privados y tomar las 
medidas necesarias para eliminar las barreras identificadas. 

i)	 La INDDHH reitera su disposición de continuar trabajando con el IN-
EFOP, con el objetivo de generar políticas públicas que contribuyan a 
reparar los efectos de la discriminación histórica hacia la población 
afrouruguaya, de forma tal de dar cumplimiento a compromisos inter-
nacionales asumidos por nuestro país en la materia. 

3.6	 Resolución 851/20. Incumplimiento de la Ley 19.122 
por parte de la Universidad de la República

Con fecha 1 de abril de 2019, la INDDHH recibió una denuncia sobre un 
eventual incumplimiento de la Ley 19.122 por parte de la UDELAR. De acuerdo 
a lo manifestado por la persona denunciante, se postuló al cargo de Licencia-
do en Bibliotecología en la UDELAR. En sus bases, este llamado establece que 
se implementa en el marco del art. 4 de la Ley 19.122. El llamado tenía como 
objetivo cubrir un puesto de trabajo en el Departamento de Documentación 
y Biblioteca de la Facultad de Derecho y otro en la Facultad de Arquitectura, 
Diseño y Urbanismo. 

Agregó la denunciante que se presentaron al llamado dos funcionarias de 
la UDELAR que cumplían los requisitos establecidos, firmando, además, la de-
claración jurada para acreditar su ascendencia étnico-racial. En ese marco, 
la Dirección General de Personal de la Universidad les expidió un certificado 
que expresa: “Modalidad: Abierto sin sorteo reservado a afrodescendientes”. 
La denunciante manifestó ante la INDDHH que, luego de transcurridas todas 
las etapas del llamado, se le notificó que estaba incorporada a la lista general 
del concurso. Adicionalmente, se le habría informado que no existiría una lista 
específica para quienes concursaron postulándose como afrodescendientes, a 
pesar de que, como se señaló, el llamado era implementado para cumplir con 
las cuotas de ingreso según la Ley 19.122.

La denunciante entendió que dicha situación implicó que no se respetaron ni 
la normativa que regula el ingreso de las personas afrodescendientes al Estado, 
ni las propias bases del llamado. Lo anterior es el resultado de que no se habrían 
elaborado dos listas diferenciadas de postulantes para cumplir así con el texto y 
el espíritu de la Ley 19.122. Dando inicio a la instrucción de la denuncia, la INDD-
HH solicitó a la UDELAR que informará sobre lo expresado por la denunciante.
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La INDDHH recibió respuesta por parte de la UDELAR. En ella se destaca que:

“La UdelaR realizó un llamado para la provisión de cargos de Licenciado en 
Bibliotecología, el que registraba dos modalidades: ‘abierto general’ y ‘abierto 
reservado a afrodescendientes’. De todos los concursantes presentados, dos 
de ellos expresaron ser afrodescendientes entre los que se encuentra la Sra. E.

Dado que las dos personas que se inscribieron al llamado de Licenciado en 
Bibliotecología en la modalidad abierto reservado a afrodescendientes son 
funcionarias de la UDELAR en cargos de Asistentes de Biblioteca, se optó por 
mantener el orden de prelación en función de los puntajes obtenidos en el 
proceso del concurso.

(…) La referida resolución –conclusiva del concurso-se encuentra firme, no sólo 
respecto de la Sra. E. sino respecto de todos los demás concursantes, ya que 
ninguno de ellos impuso recursos administrativos a su respecto habiendo pre-
cluido sobradamente el plazo constitucionalmente previsto al efecto.

Por todo lo que viene de indicarse, cabe concluir que no existe vulneración 
alguna de las previsiones contenidas en la Ley 19.122 ya que los únicos dos 
concursantes que manifestaron ser afrodescendientes ya cuentan con la cali-
dad de funcionarios públicos, y justamente revisten como tales en la UDELAR.

De la información que la Udelar remite anualmente a la Oficina Nacional del 
Servicio Civil se desprende que la cuota del 8% establecida legalmente ha sido 
no sólo alcanzada sino superada en el pasado año 2018 respecto del total de 
ingresos para los cargos Técnicos, Administrativos y de Servicios”.

La INDDHH confirió vista de lo manifestado por la UDELAR a la denuncian-
te, y esta manifestó:

“Después de leer con detenimiento considero que el llamado al cual me pre-
senté sigue sin cumplir las bases del mismo y por ende la Ley en la que me 
amparé. Por otro lado, considero que no se debe tomar en cuenta si soy o no 
funcionaria del ente a cuál denuncio, ya que este es un llamado de ingreso y 
en el mismo no se hace la diferencia, o sea, no se elabora una lista ordinal de 
concursante funcionarios de Udelar y otra lista de no funcionarios”. 

La INDDHH envió el oficio dando cuenta de la respuesta de la Sra., y en 
respuesta a dicho oficio indicó:

“2.-En respuesta a lo solicitado cabe consignar: 

2.1.- Que corresponde remitir íntegramente a lo ya expresado en el escrito 
presentado el día 2 de julio de 2019 en respuesta al Oficio 2241/2019.
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2.2.- Que corresponde adjuntar copia auténtica del expediente 012100-
000644-19 el que contiene el informe jurídico emitido en virtud de la recurren-
cia interpuesta por la Sra. E. contra la respuesta que le diera la Dirección Gene-
ral de Personal a la nota que presentará en el expediente 012100-000644-19.

2.2.1.- Es de señalar que en el mentado informe jurídico se indica que la Sra. E. 
recurrió un informe, el que no es pasible de recursos mientras que no impugnó 
de forma alguna ni las bases del llamado, ni el fallo del tribunal ni la resolución 
del Consejo Delegado de Gestión Administrativa y Presupuestal que homologó 
el referido fallo del tribunal, por tanto, todos se encuentran firmes.

2.2.2.- Surge de tales actuaciones que se convocó vía correo electrónico a la 
interesada a tomar conocimiento del mismo el día 28 de octubre de 2019, a 
lo cual respondió “Recibido”, sin que al día de la fecha hubiere efectivizado la 
concurrencia a la Dirección General de Personal a tales efectos”.

El Consejo Directivo de la INDDHH resolvió:

a)	 Recomendar a la UDELAR, conforme a las potestades que establece el 
26 de la Ley 18.446, que profundice en la adopción de medidas concre-
tas que garanticen efectivamente el cumplimiento de la Ley 19.122, con 
el objetivo de prevenir eventuales vulneraciones de los derechos de la 
población afrouruguaya.

b)	 Recomendar a la UDELAR que oriente sus políticas de ingreso de todo 
el personal de acuerdo al marco establecido por la Oficina Nacional del 
Servicio Civil y la Dirección Nacional de Promoción Sociocultural del Mi-
nisterio de Desarrollo Social en la Guía para la transversalización de la 
temática afrodescendiente y la implementación de la cuota laboral en 
el Estado. Ley 19. 122. Artículo 4. En términos operativos, esto implica 
elaborar dos listas de personas concursantes en cada llamado: una para 
la población afrouruguaya y otra para el resto de la población. 

c)	 Recomendar a la UDELAR, que, en un plazo de 6 meses, implemente la 
revisión de sus procedimientos y prácticas en todas sus áreas institu-
cionales para prevenir y, en su caso reparar, posibles incumplimientos 
a la normativa vigente, sin perjuicio de continuar promoviendo la im-
plementación de medidas complementarias que refuercen las acciones 
afirmativas establecidas por la Ley 19.122.

d)	 En relación al caso concreto denunciado, que se revisen los procedi-
mientos que señala la persona denunciante, tomando en cuenta los 
criterios expresados en esta resolución y, en su caso, se proceda a la 
reparación correspondiente de los eventuales perjuicios ocasionados.
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3.7	 Resolución 943/20. Situación del llamado a concurso 
en la Junta Departamental de Montevideo

En el año 2020 la INDDHH recibió una denuncia en relación con el llamado 
externo que realizó la Junta Departamental de Montevideo (JDM), con fecha 
de inscripción 21 de agosto de 2020 (con vencimiento de plazo para postula-
ciones el 18 de setiembre de 2020), para cubrir las vacantes a los cargos de: 
Auxiliar I, Grado Salarial 1 (cinco lugares); Licenciado en Ciencias de la Comu-
nicación III, Grado Salarial 3, Escalafón Profesional (1 lugar); Licenciado en Bi-
bliotecología III, Grado Salarial 3, Escalafón Profesional (un lugar ); Taquígrafo 
III, Grado Salarial 3, Escalafón Legislativo (tres lugares). 

Según las bases correspondientes, solo en el caso de los cargos a cubrir 
para Auxiliar I, Grado Salarial 1, Escalafón Servicios Auxiliares fue considerado 
el art. 4 de la Ley 19.122 y, por tanto, se definió un cupo a ser cubierto por 
personas afrodescendientes. Para los cargos profesionales y otros escalafones 
no fue aplicada la Ley 19.122. 

Frente a esta última denuncia la INDDHH analizó la Guía para la transver-
salización de la temática afrodescendiente y la implementación de la cuota 
laboral en el Estado. Ley 19. 122. Artículo 4, elaborada por la ONSC con el 
asesoramiento del MIDES. 

Esta guía expresa que: “Se sugiere priorizar para la aplicación de la cuota 
aquellos puestos cuyos perfiles resulten más accesibles y donde cabe espe-
rar una gran afluencia de postulaciones”. Esta orientación se sostiene en el 
concepto de “perfiles enmarcados en una posible división del trabajo que, 
de forma simbólica y fáctica, se basa en la raza”, concepción contraria a las 
disposiciones de origen nacional e internacional sobre la práctica activa del 
principio de igualdad y no discriminación. 

En el marco de las normas y los estándares sobre derechos humanos que 
rigen en nuestro país, la INDDHH recuerda que el concepto de igualdad mate-
rial, real o sustantiva, es esencial para la orientación de políticas públicas que 
contribuyan a garantizar el reconocimiento de derechos y libertades respecto 
de toda la población y, en especial, de aquellos sectores más vulnerables. 

En definitiva, la INDDHH considera que el Estado uruguayo debe abando-
nar inmediatamente el concepto (y su terminología correspondiente) de “per-
fil” en los casos que impliquen definiciones que apuntan a definir un rol y un 
valor social predeterminado a cualquier grupo en general y a particular a la 
población afrodescendiente. Lo anterior exige, específicamente, una adecua-
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ción asertiva en la terminología de la Guía para la transversalización de la te-
mática afrodescendiente y la implementación de la cuota laboral en el Estado. 
Ley 19. 122. Artículo 4, para evitar que se utilice para desfavorecer a quienes 
la ley ampara, o para para dificultar la total implementación de esta norma. 

Cumplidos los procedimientos de estilo, el Consejo Directivo de la INDDHH 
recomendó a la JDM, con fecha 4 de mayo (Resolución 943/2020):

a)	 Recomendar a la JDM, que, en un plazo de tres (3) meses, implemente 
la revisión de sus procedimientos y prácticas en todas sus áreas institu-
cionales para prevenir y, en su caso reparar, posibles incumplimientos 
a la normativa vigente, sin perjuicio de continuar promoviendo la im-
plementación de medidas complementarias que refuercen las acciones 
afirmativas establecidas por la Ley 19.122. 

b)	 En relación al caso concreto denunciado, la INDDHH exhorta que se re-
visen los procedimientos, tomando en cuenta los criterios expresados 
en esta resolución y, en su caso, se proceda a la reparación correspon-
diente de los eventuales perjuicios ocasionados. 

c)	 Exhortar a la Oficina Nacional del Servicio Civil y a la Dirección de la 
División de Derechos Humanos del Ministerio de Desarrollo Social a 
adoptar acciones concretas para que se respete el texto y el espíritu de 
la Ley 19.122, de forma tal que no se restrinja el acceso de la población 
afrodescendiente a ningún puesto laboral como, ocurrió en el llamado 
que motiva estas actuaciones. 

La INDDHH en dos ocasiones, 2019 y 2021, ha realizado informes sobre el 
seguimiento de la Ley 19.122. En el último informe el Consejo Directivo de la 
INDDHH recomendó: 

1)	 Promover desde la institucionalidad del Estado uruguayo, la realización 
permanente de campañas de sensibilización e información dirigidas a 
toda la población sobre los objetivos que persigue la Ley 19.122. 

2)	 Poner en funcionamiento, en los próximos 120 días, sistemas de moni-
toreo eficaces que produzcan información actualizada, y que abarquen 
marcos temporales más breves, a los efectos del adecuado seguimiento 
del cumplimiento por parte de los organismos involucrados, conforme a 
la Ley 19.122. 

3)	 Promover el análisis y la discusión sobre la creación de medidas perti-
nentes para aplicación de las disposiciones previstas en la Ley 19.122 
por parte de los organismos estatales. 
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4)	 Incluir la variable étnico-racial en los registros estadísticos y los sistemas 
de información de todos los organismos estatales y personas de derecho 
público no estatales comprendidas en la Ley 19.122. Lo anterior se des-
prende de la comprobación de la ausencia de esta variable en la gestión 
pública de acuerdo a lo dispuesto por los Arta. 2 y 4 de la ley referida. 

5)	 Diseñar, implementar y evaluar programas de formación permanente 
dirigidos al funcionariado público encargado de llevar adelante los con-
cursos de ingreso a los organismos públicos. 

6)	 Se exhortó a los organismos establecidos en el Art. 4, que para la apli-
cación de la cuota se tomen en cuenta todos los perfiles y categorías 
(técnicos, profesionales, etc.) y no se limite a los perfiles de escalafones 
menores, a los efectos de que la población objetivo pueda acceder a 
todos los puestos laborales ofrecidos, de forma de evitar la histórica 
reproducción de desigualdades. 

7)	 Promover la difusión de forma clara y accesible de la oferta de becas 
de estudio, a todas las personas habitantes del país, para potenciar y 
asegurar la participación y el pleno ejercicio de los derechos de la po-
blación afrodescendiente de acuerdo al Art. 8. 

8)	 A los diez años de aprobación de la Ley 19.122, evaluar el estado de 
avance en materia de cumplimiento de los objetivos perseguidos por 
esta normativa. En el caso que este proceso de evaluación produzca 
resultados negativos, analizar la extensión del período de vigencia de la 
Ley 19.122, dado que esta normativa contempla en su fundamentación 
los avances sociales en la materia que constituye su objeto. 

9)	 Promover la modificación del Art. 4 correspondiente a la Ley 19.122 el 
cual establece que: “Los Poderes del Estado, el Tribunal de Cuentas, la 
Corte Electoral, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, los Gobier-
nos Departamentales, los Entes Autónomos, los Servicios Descentraliza-
dos y las personas de derecho público no estatales, están obligados a 
destinar el 8% de los puestos de trabajo a ser llenados en el año (…)”. El 
porcentaje debería corresponder a la población afro residente en cada 
departamento de acuerdo a los datos recabados al último censo nacional 
de población (2011). Buscando el impacto equitativo de la ley en aquellos 
departamentos que tienen mayor porcentaje de población afrouruguaya. 

10)	Exhortar que los documentos oficiales cumplan con criterios de rigu-
rosidad en los aspectos conceptuales, que aborden los problemas que 
causan los estereotipos y su relación con la autopercepción de acuerdo 
a la normativa internacional de derechos humanos. 



33

Xxxxx

4.
Presentación de  
la Oficina Nacional 
del Servicio Civil



Informe de los 10 años de cumplimiento de la Ley 19.122. Desafíos de su implementación

34



35

Presentación de la Oficina Nacional del Servicio Civil

4.	 Presentación de la Oficina  
Nacional del Servicio Civil

La ONSC fue creada por Ley 13.640 del 26 de diciembre de 1967.

Abrió sus puertas en marzo de 1969. Fue sucesivamente intervenida y 
clausurada por la dictadura que quebró el proceso democrático entre 1973-
1985. Así, el Decreto Ley 14.754 del 5 de enero de 1978 suprimió la Oficina. 
Por la Ley 15.757 del 15 de julio de 1985 volvió a abrir sus puertas y remotó 
sus funciones y competencias.

En el año 2007 fueron ampliadas sus competencias, incorporando, entre 
otras, su participación en la negociación colectiva con las organizaciones de 
funcionarios. Seguidamente, en 2010, se crea el Sistema de Reclutamiento y 
Selección de la Administración Central. En 2020 se suma a sus atribuciones el 
instrumentar y administrar el sistema Gestión Humana del Estado.

Cometidos

•	 Asegurar una Administración eficiente, a cuyo efecto actuará con auto-
nomía funcional e independencia técnica.

Cometidos sustantivos

•	 Asesorar preceptivamente a la Administración central, entes autónomos 
y servicios descentralizados en el diagnóstico, aplicación y evaluación de 
la política de administración de personal. Asimismo, asesorará a los go-
biernos departamentales y demás órganos del Estado que lo soliciten.

•	 Asesorar a los referidos organismos de la Administración pública en la 
organización y el funcionamiento de sus dependencias, la racionaliza-
ción de los métodos y procedimientos de trabajo y de los sistemas de 
información necesarios. Este asesoramiento será preceptivo o facultati-
vo del órgano asesorado, según lo establecido previamente.

•	 Establecer los planes y programas de capacitación de los funcionarios 
públicos, en función de las necesidades de los diferentes organismos y 
conforme a los principios de la carrera administrativa, pudiendo brin-
dar asimismo cursos de nivel terciario no universitario, vinculados a la 
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función pública. Los títulos que como consecuencia de estos últimos se 
expidan, serán registrados en la Dirección de Educación del Ministerio 
de Educación y Cultura.

•	 Organizar el Registro Nacional de Funcionarios Públicos y realizar cen-
sos periódicos a fin de mantenerlo actualizado. 

•	 Proyectar, con arreglo a las disposiciones estatutarias generales y, en su 
caso, a las particulares de cada ente autónomo, las normas destinadas 
a que la Administración central, entes autónomos y servicios descen-
tralizados, seleccionen y designen a su personal mediante concursos de 
oposición o de méritos. Cada órgano, en la esfera de su competencia, 
podrá ponerlas en vigencia por vía reglamentaria.

•	 Formular y actualizar el sistema de clasificación y descripción de los car-
gos de la Administración central, entes autónomos y servicios descen-
tralizados.

•	 Asesorar al Poder Ejecutivo, entes autónomos y servicios descentraliza-
dos sobre políticas retributivas, proponiendo alternativas tendientes a 
eliminar las inequidades existentes en el sistema retributivo público. A 
tal efecto, los organismos del Estado proporcionarán, en tiempo y for-
ma, la asistencia e información necesarias que les sean requeridas para 
el cumplimiento de la presente norma.

•	 Recabar de todos los organismos estatales los informes que considere 
necesarios para el cumplimiento de su cometido y el ejercicio de sus 
atribuciones.

•	 Realizar los estudios e investigaciones que estime convenientes sobre 
las materias de su competencia, así como sobre los temas que le requie-
ran los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, los entes autónomos, los 
servicios descentralizados o los gobiernos departamentales, en su caso.

•	 Redistribuir, entre otras reparticiones públicas, en acuerdo con las mis-
mas, los funcionarios que le fueren propuestos para ese objeto, por 
los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, entes autónomos, servicios 
descentralizados y gobiernos departamentales.

•	 Participar en las negociaciones colectivas entre la Administración pú-
blica y las organizaciones representativas de los funcionarios públicos.

•	 Evaluar la efectividad de las normas sobre evaluación del desempeño 
de los funcionarios públicos, proponiendo las modificaciones que co-
rrespondan.
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•	 Pronunciarse preceptivamente respecto de los proyectos de ley y de los 
decretos relativos a la materia de competencia de la ONSC que tengan 
origen en el Poder Ejecutivo. 

•	 Dictar instructivos para facilitar la aplicación de la normativa vigente 
en materia de función pública y sistemas organizacionales, dentro del 
límite de sus atribuciones.

•	 Instrumentar y administrar un Sistema de Reclutamiento y Selección de 
los Recursos Humanos en el ámbito de los Incisos 02 al 15 del Presu-
puesto Nacional, de aplicación gradual, lo que se reglamentará dentro del 
término de ciento veinte días desde la aprobación de la presente norma.

•	 Diseñar, definir y regular políticas de administración de recursos huma-
nos, relativas tanto al análisis y evaluación ocupacional, determinación de 
competencias, definición del sistema retributivo y de vínculos con el Esta-
do, así como toda otra cuestión relacionada con la gestión humana. Toda 
decisión en las materias indicadas en el inciso precedente, en el ámbito 
de los Incisos de la Administración central, deberá contar con el pronun-
ciamiento expreso, previo y favorable de la ONSC, de conformidad con el 
procedimiento que indique el Poder Ejecutivo en la reglamentación.

•	 Controlar que en la realización de llamados a concurso de los Incisos 02 
al 15 se cumpla con los cupos de discriminación positiva que las normas 
específicas determinen. En caso de incumplimiento, la ONSC podrá no 
habilitar los llamados que se realicen a través del Sistema de Recluta-
miento y Selección de Personal.

•	 Instrumentar y administrar un Sistema de Información Centralizado so-
bre Gestión Humana del Estado (GHE), de aplicación gradual, con alcan-
ce a los Incisos de la Administración central, servicios descentralizados 
y entes autónomos.

4.1	 Antecedentes de la ONSC sobre el tema

La Ley 19.122, en su artículo 4, comete a la ONSC la presentación anual de 
la información que surja de la aplicación de la reserva de la cuota del 8% de 
los puestos de trabajo a ser llenados en el año para personas afrodescendien-
tes en los organismos públicos (Poderes del Estado, el Tribunal de Cuentas, la 
Corte Electoral, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, los gobiernos 
departamentales, los entes autónomos, los servicios descentralizados y las 
personas de derecho público no estatales), en el marco de lo dispuesto por el 
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artículo 42 de la Ley 18.046, de 24 de octubre de 2006, en la redacción dada 
por el artículo 14 de la Ley 18.719, del 27 de diciembre de 2010, es decir, en 
cada instancia de rendición de cuentas del Poder Ejecutivo al Parlamento.

El Decreto 144/2014, por su parte, establece que los Incisos del Poder Eje-
cutivo deberán incluir en la planificación anual de sus necesidades de recursos 
humanos que envíen a la ONSC los puestos de trabajo a cubrir por personas 
afrodescendientes, especificando los perfiles necesarios (art. 7) y la ONSC apro-
bará las que den cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 4 de la Ley 19.122.

El artículo 9 del decreto establece que, al 31 de diciembre de cada año, todas 
las personas jurídicas obligadas por lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley 19.122 
deberán informar a la ONSC el número de personas afrodescendientes ingresa-
das durante el año anterior, con el detalle del puesto de trabajo ocupado y toda 
la información que le sea solicitada por esta en el marco de sus competencias.

El artículo 10 establece que la ONSC deberá brindar la información que 
reciba en función de lo dispuesto en el artículo 9 del decreto, a la Comisión 
Implementadora de la Ley 19.122.

Si bien en la primera redacción de la norma la ONSC no formaba parte de 
esta Comisión, el artículo 5 de la Ley 19.535 del 25/09/2021 la incorpora.

A su vez, se obliga a los organismos a publicar en el portal Uruguay Con-
cursa todas las convocatorias a concurso y a la ONSC a poder interrumpir el 
proceso si no se cumple con la convocatoria a cuotas (art. 11, Ley 18362, en 
redacción dada por art. 11 de Ley 20.075). Por lo tanto, a la ONSC se le otorga 
una función de revisión de la reserva de la cuota y de rendición de cuentas. El 
responsable del cumplimiento es cada organismo.

La ONSC, junto al MIDES, elaboró en 2018 la Guía para la transversaliza-
ción de la temática afrodescendiente y la implementación de la cuota laboral 
en el Estado. Ley 19. 122. Artículo 4. Esta publicación, dirigida a las áreas de 
gestión humana, tuvo como propósito informar, sensibilizar sobre la temática 
de la población afrouruguaya y guiar en los procesos de concurso para cumplir 
con el artículo 4 de la Ley 19.122.

Esta guía tuvo una nueva versión, presentada en 2023, también elaborada 
con el MIDES: Guía para la implementación de la cuota laboral para afrodes-
cendientes en el ámbito público, que recoge el comentario realizado por la 
INDDHH y avanza en dar más ejemplos y aclaraciones sobre el procedimiento 
para realizar llamados con cupo para afrodescendientes.

La ONSC a su vez brinda capacitaciones a funcionarias y funcionarios públi-
cos sobre el tema y asesoramiento a los organismos públicos obligados.
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5.	 Desarrollo

5.1	 Escenario en materia normativa 

El estado actual de la discriminación estructural y sistémica hace necesario 
el avance de los Estados en la protección legal a favor de personas, grupos y 
poblaciones particularmente vulnerables. Se han constatado avances norma-
tivos, así como planes de acción y compromisos internacionales, en los que 
se establecen desafíos de participación de las personas, grupos y poblacio-
nes afectadas. Las normas internacionales generales de derechos humanos, 
a nivel universal como regional, proclaman entre sus principios el de la igual-
dad y no discriminación. La Declaración Universal de los Derechos Humanos 
(DUDH), el Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales 
(PIDESC), la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH) y el Proto�-
colo de San Salvador (PSS) redundan en establecer la obligación de no discri�-
minación (Mirador DESCA).

En Uruguay, cuando se evalúan los avances en términos de equidad étni-
ca-racial, el foco se detiene en las transformaciones institucionales que, de 
manera gradual, se han instalado dentro del Estado y en la coexistencia de 
una normativa que ampara los derechos de ciudadanía de la población afro-
descendiente.

En este apartado del informe se presenta el marco legislativo que ampara 
la implementación del principio de igualdad y no discriminación en torno a la 
equidad étnico-racial de las personas afrodescendientes en Uruguay

Marco normativo existente:

•	 Ley de 7-IX-1825 / Libertad de vientres y prohibición del tráfico de es-
clavos.

•	 12/12/1842, Ley 242 / Esclavitud. Su abolición en todo el territorio de la 
república y disponiendo que los que han sido esclavos sean destinados 
al servicio de las armas.

•	 6/5/1853, Ley 316 / Esclavitud. Supresión del patronato sobre los me-
nores de color.

http://www.ohchr.org/EN/UDHR/Documents/UDHR_Translations/spn.pdf
http://www.ohchr.org/EN/UDHR/Documents/UDHR_Translations/spn.pdf
https://www.ohchr.org/Documents/ProfessionalInterest/cescr_SP.pdf
https://www.ohchr.org/Documents/ProfessionalInterest/cescr_SP.pdf
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_B-32_Convencion_Americana_sobre_Derechos_Humanos.pdf
http://www.oas.org/es/sadye/inclusion-social/protocolo-ssv/docs/protocolo-san-salvador-es.pdf
http://www.oas.org/es/sadye/inclusion-social/protocolo-ssv/docs/protocolo-san-salvador-es.pdf
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•	 23/7/1853, Ley 343 / Esclavos. Se declara piratería su tráfico.

•	 01/07/1968, Ley 13.670 / Discriminación Racial. Se aprueba la Conven-
ción Internacional sobre la Eliminación de Todas sus Formas, efectuada 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas.

•	 11/07/1969, Ley 13.751 / Derechos Humanos. Se aprueban los Pactos 
Internacionales y el Protocolo Facultativo.

•	 01/01/1987, Ley 15.892 / Convención Internacional contra el Apartheid 
en los Deportes.

•	 16/06/1989, Ley 16.048 / Modificación Código Penal. Se incluye artícu-
lo sobre incitación al odio.

•	 06/09/2004, Ley 17.817 / Lucha contra el racismo, la xenofobia y la dis-
criminación.

•	 20/11/2006, Ley 18.059 / Día del Candombe, Cultura Afrouruguaya y 
Equidad Racial.

•	 17/09/2007, Decreto Presidencial 346/007 / Reglamentación Ley 
18.046, art. 32 - becas de posgrado Carlos Quijano.

•	 05/07/2008, Ley 18.315 / Procedimiento Policial.

•	 12/12/2008, Ley 18.437 / General de Educación.

•	 24/12/2008, Ley 18.447 / Protocolo de Intenciones entre Uruguay y 
Brasil en lucha contra discriminación y promoción de igualdad racial.

•	 27/11/2009, Resolución Ministerial MIDES 1686/09 / Incorporación 
del enfoque étnico-racial en el MIDES.

•	 04/03/2010, Resolución Ministerial MEC 414/010 / Declaración de 
bienes inmateriales patrimonio cultural nacional.

•	 21/12/2011, Resolución Ministerial MEC 979/11 / Revalorización de 
aportes de afrodescendientes a la historia y cultura de Uruguay.

•	 21/08/2013, Ley 19.122 / Afrodescendientes: Normas para promover 
su participación en la esfera educativa y laboral.

•	 22/05/2014, Decreto 144/014 / Reglamentación de la Ley 19.122.

•	 3/07/2014, Resolución Ministerial MIDES 1104/14 / Incorporación de 
la variable étnico-racial en registros públicos.

•	 17/03/2017, Resolución Presidencial 269/017 / Creación del Grupo de 
Trabajo sobre Políticas de Equidad Racial.

•	 21/07/2017, Ley 19.517 / Se aprueba la Convención Interamericana con-
tra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia.
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•	 22/12/2017, Ley 19.580 / Violencia hacia las Mujeres basada en Género.

•	 18/10/2018, Ley 19.670 / Creación del Consejo Nacional de Equidad 
Racial. Establecimiento de la obligatoriedad de generar planes bienales; 
otorgamiento de la rectoría de políticas de equidad racial al MIDES.

•	 19/04/2019, Ley 19.747 / Modificación en el Capítulo XI del Código de 
la Niñez y la Adolescencia, entre otros en el Artículo 120.1 (Principios 
generales).

•	 19/04/2019, Ley 19.747 / Modificación en el Capítulo XI del Código de 
la Niñez y la Adolescencia en el art. 118.

•	 26/07/2019, Ley 19.775 / Modificación del inciso 1.º del artículo 28 de 
la Ley Orgánica Militar, que establece el principio de no discriminación. 

•	 2022/10/20, Ley 20.075 / Se le otorga a la ONSC la potestad de 
suspender la publicación del llamado hasta que el organismo adecue 
las bases del llamado contemplando la normativa de cuotas. También 
extendió la Ley 19.122 por un período de 15 años más desde enero del 
año 2023.

5.2	 Acciones afirmativas

Por acción afirmativa se entienden las medidas adoptadas para aumentar la 
representación de las mujeres y las minorías en ámbitos laborales, educativos 
y culturales de los que han estado históricamente excluidas. El origen de las ac-
ciones afirmativas como mecanismo equiparador de las desigualdades sociales 
y de los espacios democráticos para grupos desaventajados deriva de la traduc-
ción del término estadounidense affirmative action. Esto comprende todas las 
acciones utilizadas por los poderes públicos tendientes a lograr políticas públi-
cas de los derechos fundamentales para grupos excluidos y discriminados. Por 
ejemplo, las acciones afirmativas aspiran a promover y exigir el cumplimiento 
de aquellas normas destinadas a la equiparación real entre hombres y mujeres.

Las acciones afirmativas tienen como objetivo principal establecer la igual-
dad en la que no se encuentran diversos grupos sociales a los que se les ha 
restringido la posibilidad de acceder y participar en sus derechos en igualdad 
de oportunidades. Estas acciones permiten visibilizar las reivindicaciones de 
sus derechos desde el punto de vista político, social y jurídico. Desde esta 
perspectiva, la exclusión social, histórica, económica y política que sufren los 
colectivos sociales como las mujeres, indígenas y afrodescendientes, entre 
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otros, ha generado obstáculos en la inclusión social real, tales como: menor 
ingreso laboral, restricciones para participar en los organismos públicos, poco 
acceso a la representación política en cargos nacionales y regionales, discrimi-
nación social, entre otros (Álvarez, 2016).

La INDDHH, en el informe del año 2019, considera que las acciones afirma-
tivas son una herramienta fundamental, de carácter temporal, que generan 
mayores oportunidades y equidad para sectores que históricamente han es-
tado en situación de desventajas sociales e históricas. La INDDHH parte de la 
constatación de que el Estado debe otorgar un tratamiento desigual a estos 
sectores para lograr, precisamente, la igualdad efectiva, y no solo formal, que 
permita cumplir con las obligaciones que le impone la normativa nacional e 
internacional (Informe de la INDDHH, 2019).

5.3	 Acciones afirmativas en el Uruguay

La Ley 19.122 propone una serie de acciones orientadas a promover la par-
ticipación e integración de personas afrodescendientes en dos esferas donde 
se presentan los problemas estructurales de la desigualdad: en el área educa-
tiva y en el área laboral. Es una ley específica que busca abordar estos temas 
como el reconocimiento de “(...) el racismo, la discriminación y la estigmatiza-
ción desde el tiempo de la trata y el tráfico esclavista” (artículo 1), así como la 
vulneración de derechos que históricamente ha padecido y padece la pobla-
ción afrodescendiente en Uruguay, e impulsa a favorecer, proteger, apoyar y 
garantizar, desde una perspectiva de derechos humanos, el desarrollo de los y 
las afrodescendientes en Uruguay. 

En su artículo 4, la citada ley obliga a los organismos públicos a destinar en 
sus llamados abiertos y contrataciones una cuota del 8%, para ser ocupados 
por personas afrodescendientes, con presupuesto anual1 propio y específico 
para que estas disposiciones sean cumplidas.2 Teniendo en cuenta la reali-
dad del rezago educacional, debido a la desvinculación temprana del sistema 
educativo de los y las afrodescendientes, y para poder garantizar que ese 8% 

1	 1. “[...] Tales entidades deberán destinar los porcentajes del crédito asignado para cubrir los puestos 
de trabajo en cada uno de los llamados específicos que realicen, en el cumplimiento de los dispuesto 
en el inciso anterior [...]”.

2	 Los artículos 4 y 7 hacen referencia a la incorporación a la plantilla de las empresas de personal afro-
descendiente y afirman: “Cométase a la Oficina Nacional del Servicio Civil la presentación anual de la 
información que surja de la aplicación del presente artículo, en el marco de lo dispuesto por el artículo 
42 de la Ley Nº 18.046, de 24 de octubre de 2006, en la redacción dada por el artículo 14 de la Ley Nº 
18.719, de 27 de diciembre de 2010.” (artículo 4, Ley 19.122).
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ingrese en empleos calificados y no únicamente en puestos de servicios, pro-
pone capacitación para el empleo (artículo 5) designando también un cupo 
no inferior al 8%, así como en los diferentes sistemas de becas y de apoyo 
estudiantil (artículo 6). 

Respecto a la cuotificación en el sistema de becas y apoyos estudiantiles, 
el artículo 6 establece la asignación (reserva) de un porcentaje de cupos para 
personas afrodescendientes.

Otro elemento está relacionado con el carácter simbólico de la ley (artícu-
lo 8). Esta busca propiciar un cambio cultural, con la educación como herra-
mienta de transformación social, declarando de interés la incorporación de 
los aportes y el legado de la comunidad afrodescendiente, profundizando y 
actuando directamente en los contenidos escolares.3 Asimismo, la Ley 19.122 
prevé mecanismos de operatividad, ejecución, evaluación y monitoreo.

5.4	 Cuota laboral para afrodescendientes  
en el ámbito público

El artículo 4 de la Ley 19.122 obliga a los Poderes del Estado, el Tribunal de 
Cuentas, la Corte Electoral, el Tribunal de los Contencioso Administrativo, los 
gobiernos departamentales, los entes autónomos y los servicios descentra-
lizados y las personas jurídicas de derecho público no estatales a destinar el 
8% de los puestos de trabajo a personas afrodescendientes que cumplan los 
requisitos para acceder a ellos, previo llamado público. 

Le otorga a la ONSC el cometido de presentar anualmente la información 
que surja de la aplicación de este artículo en las instancias de Presupuesto y 
Rendición de Cuentas al Parlamento.

El Decreto 144/014 establece que todos los organismos obligados deberán 
informar a la ONSC al 31 de diciembre de cada año el número de personas 
ingresadas durante el año anterior con detalle del puesto de trabajo ocupado 
y toda la información que le sea solicitada, en el marco de las competencias 
de la Oficina. A su vez, incluye diversas disposiciones sobre los llamados en el 
ámbito de los Incisos del Poder Ejecutivo.

3	 “(...) Artículo 8°- Se considera de interés general que los programas educativos y de formación do-
cente, incorporen el legado de las comunidades afrodescendientes en la historia, su participación y 
aportes en la conformación de la nación. En sus diversas expresiones culturales (arte, filosofía, religión, 
saberes, costumbres, tradiciones y valores) así como también sobre su pasado de esclavitud, trata y 
estigmatización, promoviendo la investigación nacional respectiva”.
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En 2017, se promueve la obligación de publicar los llamados en Poder Le-
gislativo, Poder Ejecutivo, Poder Judicial, Tribunal de Cuentas, Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, entes autónomos y servicios descentralizados 
(mediante art. 11, Ley 18.632), estableciendo como falta grave su incumpli-
miento. Se establece también que previo a la publicación, la ONSC controlará 
que el organismo convocante haya dado cumplimiento a lo dispuesto por el 
art. 4 de la Ley 19.122. Esta disposición se aplicará a la Corte Electoral y a los 
gobiernos departamentales de acuerdo con su normativa legal y constitucio-
nal específica.4 La Ley 20.075, en su artículo 11, modifica este artículo y agrega 
que la ONSC podrá suspender la publicación del llamado hasta que el organis-
mo adecue las bases del llamado contemplando la normativa de cuotas.

Lo dispuesto en el inciso primero del artículo 4 tenía una vigencia de 15 
años desde la promulgación de la Ley 19.122 y el artículo 525 de la Ley 20.075 
dispone que regirá por el plazo de quince años a partir de la promulgación de 
la presente ley, es decir, hasta 2037.

5.4.1	 Cumplimiento de la obligación de informar

Corresponde resaltar de forma positiva que los organismos obligados gra-
dualmente han cumplido con la obligación de informar a la ONSC el número de 
personas afrodescendientes ingresadas durante el año anterior con detalle del 
puesto de trabajo ocupado. Desde el año 2014 se dio un aumento en el por-
centaje general de organismos que dieron cumplimiento a esta obligación y se 
observa una disminución de los que enviaron información incompleta (Tabla 1). 

4	  En octubre de 2013 se agregó a las atribuciones de ONSC (Ley 19.149 de 24/10/2013 artículo 6 que 
modifica la Ley 15.757) “r) Controlar que en la realización de llamados a concurso de los Incisos 02 al 
15 se cumpla con los cupos de discriminación positiva que las normas específicas determinen. En caso 
de incumplimiento, la Oficina Nacional del Servicio Civil podrá no habilitar los llamados que se realicen 
a través del Sistema de Reclutamiento y Selección de Personal.”

https://www.impo.com.uy/bases/leyes/19149-2013/6
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Tabla 1. Cumplimiento de la obligación de informar.  
Organismos que no informaron o informaron parcialmente, 2014-2022

2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022

No enviaron 
información

Instituto 
del Niño y 

Adolescente 
del Uruguay 

(INAU)
Administración 
de Ferrocarriles 

del Estado 
(AFE)

Junta de 
Colonia

Intendencia  
de Maldonado

Intendencia  
de San José

Intendencia de 
Tacuarembó

Instituto 
Nacional de 

Carnes (INAC)

INAU
Centro 

Uruguayo de 
Imagenología 

Molecular 
(CUDIM)
Instituto 

Nacional de 
Investigación 
Agropecuaria 

(INIA)

Corte 
Electoral

Porcentaje 
cumplimiento 

de la 
obligación de 

informar

92 98 100 100 100 99 100 100 100

Enviaron 
información 
incompleta

Ministerio 
de Defensa 
Nacional**

UDELAR

Administración 
Nacional de 
Educación 

Pública (ANEP)

Ministerio 
del Interior

ANEP
UDELAR

CUDIM

**Algunas de sus unidades ejecutoras no enviaron información.
Nota: CONAPROLE se informó como organismo que no informó de 2014 a 2020, pero su calidad 
de persona jurídica de derecho público no estatales fue revisada y no está obligado por la ley.

5.4.2	 Organismos que han cumplido con el 8% de ingresos 
2014-2022

La Ley 19.122 representa un avance muy importante en términos de cons-
trucción de equidad étnico-racial en Uruguay.

En el año 2014 se aplicó por primera vez lo dispuesto por el artículo 4 de 
esta ley, pero hasta la fecha de este informe no se efectivizó el cumplimien-
to en su totalidad, si bien hay organismos, como la Intendencia de Rivera, 
que han cumplido con la implementación de la ley durante los años 2014, 
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2018 y 2019 (Tabla 2). Los datos del Censo 2011 revelan que, a excepción de 
Montevideo, Rivera es, en términos de segregación socio-territorial, una de 
las áreas con mayor concentración de población afrodescendiente. Estas en 
general coinciden con aquellas que presentan mayor densidad de población 
con necesidades básicas insatisfechas y menores índices de desarrollo territo-
rial (12,04%). 

5.4.3	 Porcentaje de cumplimiento por año 2014-2022

Como se ha expresado en informes nacionales, internacionales y desde 
organizaciones sociales, es una preocupación el sistemático incumplimiento 
del artículo 4 de la Ley 19.122 (Gráfico 1).

A corto y mediano plazo la ley busca establecer como objetivo la promo-
ción de la equidad étnico-racial en el acceso igualitario a oportunidades edu-
cativas y laborales que mejoren las condiciones de bienestar y desarrollo de 
personas afrodescendientes. Sin embargo, el porcentaje de cumplimiento por 
año 2014-2022, según el Gráfico 1, refleja un porcentaje heterogéneo de cum-
plimiento e incumplimiento. 

Dado que esta “se origina a partir de la identificación de un problema pú-
blico asociado al racismo, la discriminación, la estigmatización y la vulneración 
de derechos de la que históricamente ha sido objeto y a la que está expuesta 
la población afrodescendiente del Uruguay” (Oficina de Planeamiento y Presu-
puesto, 2018, p. 10) este incumplimiento no contribuye a reparar sus efectos.
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Tabla 2. Organismos que han cumplido con el 8% de ingresos, 2014-2022

Organismo

20
14

20
15

20
16

20
17

20
18

20
19

20
20

20
21

20
22

Ministerio de Defensa Nacional *

Ministerio de Ganadería Agricultura y Pesca *

Ministerio de Educación y Cultura *

Ministerio de Transporte y Obras Públicas *

Ministerio de Trabajo y Seguridad Social *

Ministerio de Desarrollo Social *

Universidad de la República *

Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay *

Tribunal de Cuentas *

Fiscalía General de la Nación *

Instituto Nacional de Inclusión Social Adolescente *

Administración Nacional de Usinas y Transmisiones Eléctricas *

Obras Sanitarias del Estado * *

Administración de Ferrocarriles del Estado * *

Administración Nacional de Puertos *

Administración Nacional de Telecomunicaciones *

Administración Nacional de Correos * *

Agencia Nacional de Vivienda *

Banco de la República Oriental del Uruguay * *

Banco de Seguros del Estado *

Intendencia de Canelones *

Junta de Canelones *

Intendencia de Cerro Largo *

Junta Departamental de Cerro Largo *

Intendencia de Durazno (*) * * * *

Intendencia de Rivera * * *

Junta Departamental de Tacuarembó *

Intendencia de Montevideo *

MEVIR * *

Instituto Nacional de Empleo y Formación Profesional *

Instituto de Regulación y Control del Cannabis *

Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias

Agencia Nacional de Desarrollo *
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8

7

6

5

4

3

2

1

0

3,29

0,69 0,8

2,71

2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022

1,8
2,24

1,1
1,78 2,06

Organismo

20
14

20
15

20
16

20
17

20
18

20
19

20
20

20
21

20
22

Corporación Nacional para el Desarrollo *

Laboratorio Tecnológico del Uruguay *

Instituto Nacional de Evaluación Educativa *

Fondo Nacional de Recursos *

Unidad Agroalimentaria Metropolitana *

Total 4 3 1 1 13 7 8 4 6
*Los ingresos no fueron con previo llamado público.

Gráfico 1. Porcentaje de cumplimiento por año, 2014-2022

Tabla 3. Personas afrodescendientes que ingresaron por la Ley 19.122 desde su 
aprobación, 2014-2022

2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022

Porcentaje ingresos 1,1 2,71 1,78 2,06 3,29 2,24 0,69 0,8 1,8

Cantidad ingresos 140 341 275 361 642 461 133 200 440

Tabla 4. Personas afrodescendientes que debieron ingresar, 2014-2022

2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 Total

Debieron 
ingresar

1055 1006 1237 1401 1564 1646 1537 2002 2010 13458
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5.4.4	 Distribución de las personas afrodescendientes  
ingresadas por grupo de organismos 2014-2022

Durante este período se observan diferencias significativas en el grado de 
compromiso en el cumplimiento entre los distintos tipos de organismos del 
Estado (Tabla 6).

Los organismos del Poder Ejecutivo y los del artículo 221 de la Constitución 
son los que alcanzaron porcentajes más altos de cumplimiento en el período, 
mientras que los del artículo 220 de la Constitución, las personas jurídicas de 
derecho público no estatal, el Poder Legislativo y los gobiernos departamen-
tales se encuentran comparativamente más lejos del umbral esperado de 8%. 

Se puede confirmar que en esta década de implementación de la ley no 
existe una etapa de instalación y apropiación institucional del tema.

Tabla 5. Distribución de las personas afrodescendientes ingresadas por grupo 

de organismos, 2014-2022

Grupo de organismos
Cantidad de 

personas 
afrodescendientes

Porcentaje

Poder Legislativo 2 0%

Poder Ejecutivo 1803 60%

Organismos art. 220 de la Constitución 299 10%

Organismos art. 221 de la Constitución 548 18%

Gobiernos departamentales 261 9%

Personas jurídicas de derecho público no estatal 80 3%

Total 2993 100%
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Tabla 6. Evolución de los ingresos de personas afrodescendientes por organis-
mo, 2014- 2022

Organismo 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 Total

Poder Legislativo 1 1 2

Presidencia de la 
República 15 26 22 9 11 7 13 103

Ministerio de 
Defensa Nacional 97 269 142 171 104 65 31 102 186 1167

Ministerio del 
Interior 33 21 11 91 28 184

Ministerio de 
Economía y 
Finanzas

1 9 4 13 13 2 42

Ministerio de 
Ganadería, 
Agricultura y 
Pesca

40 40

Ministerio de 
Relaciones 
Exteriores

3 1 4

Ministerio de 
Ganadería, 
Agricultura y 
Pesca

1 13 14

Ministerio de 
Industria, Energía 
y Minería

1 1

Ministerio de 
Turismo 2 13 15

Ministerio de 
Transporte y 
Obras Públicas

10 11 9 30

Ministerio de 
Educación y 
Cultura

2 3 73 78

Ministerio de 
Salud Pública 2 1 3

Ministerio 
de Trabajo y 
Seguridad Social

1 1 2
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Organismo 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 Total

Ministerio 
de Vivienda, 
Ordenamiento 
Territorial y 
Medio Ambiente

2 2

Ministerio de 
Desarrollo Social 110 8 118

Poder Judicial 1 8 6 7 6 28

Tribunal de 
Cuentas 2 2

Administración 
Nacional de 
Educación 
Pública

2 12 15 29

Universidad de la 
República 6 15 10 30 26 5 92

Instituto del Niño 
y Adolescente 
del Uruguay

11 78 22 111

Banco de 
Previsión Social 1 5 13 9 10 2 9 6 55

Instituto 
Nacional de 
Inclusion Social 
Adolescente

7 5 5 17

Fiscalía General 
de la Nación 1 5 5 8 1 20

Banco Central 
del Uruguay 1 1

Banco de la 
República 
Oriental del 
Uruguay

9 16 4 38 67

Banco 
Hipotecario del 
Uruguay

2 3 5

Banco de 
Seguros del 
Estado

1 16 8 10 10 45
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Organismo 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 Total

Administración 
Nal de 
Combustibles, 
Alcohol y 
Portland

1 1 1 2 5

Administración 
Nal. de Usinas 
y Trasmisiones 
Eléctricas

4 30 19 29 4 22 24 132

Administración 
de Ferrocarriles 
del Estado

1 1 2

Administración 
Nacional de 
Puertos

7 3 10

Administración 
Nacional de 
Telecomunicaciones

3 10 13

Administración 
Nacional de las 
Obras Sanitarias 
del Estado

19 25 27 19 29 23 6 16 17 181

Administración 
Nacional de 
Correos

4 5 2 5 3 19

Instituto 
Nacional de 
Colonización

2 2

Agencia Nacional 
de Vivienda 11 11

Intendencia de 
Canelones 9 34 17 2 4 66

Junta 
Departamental 
de Canelones

1 1

Intendencia de 
Cerro Largo 7 9 4 11 2 33

Junta de Cerro 
Largo 3 3

Intendencia de 
Durazno 12 12 14 5 4 47

Intendencia de 
Flores 1 1
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Organismo 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 Total

Intendencia de 
Florida 1 1

Intendencia de 
Rivera 3 23 13 2 41

Intendencia de 
Rocha 2 1 3

Intendencia de 
Salto 1 1 2

Intendencia de 
San José 6 1 1 8

Junta 
Departamental 
de Tacuarembó

1 1

Intendencia de 
Treinta y Tres 5 5 6 9 25

Intendencia de 
Montevideo 5 8 1 14 28

Junta 
Departamental 
de Montevideo

1 1

Personas 
Jurídicas de 
Derecho Público 
No Estatales

Agencia Nacional 
del Desarrollo 1 1

Agencia de 
Evaluación de 
Tecnologías 
Sanitarias

2 2

Caja de 
Jubilaciones 
y Pensiones 
Bancarias

1 1

Centro Ceibal 
para el apoyo 
a la Educación 
de la Niñez y la 
Adolescencia 
(Plan Ceibal) 

1 1
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Organismo 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 Total

Centro Uruguayo 
de Imagenología 
Molecula

3 3

Corporación 
Nacional para el 
Desarrollo

1 1 2

Fondo Nacional 
de Recursos 3 3

Instituto 
Nacional de 
Evaluación 
Educativa

12 5 9 26

Instituto 
Nacional de 
Empleo y 
Formación 
Profesional

3 1 1 5

Instituto 
Nacional de 
Investigación 
Agropecuaria

2 2

Instituto de 
Regulación y 
Control del 
Cannabis

1 1

Laboratorio 
Tecnológico del 
Uruguay

12 9 3 4 28

MEVIR 1 1 1 3

Unidad 
Agroalimentaria 
Metropolitana

2 2

Total 140 341 275 361 642 461 133 200 440 2993

5.4.5	 Distribución de las personas afrodescendientes  
ingresadas por tipo de tareas 2014-2022

Desde la abolición de la esclavitud para la mayoría de los miembros de 
la comunidad afrodescendiente la posibilidad laboral estaba en los trabajos 
dependientes e informales. En el caso de los formales se destacaban los de 
servicios y los de baja calificación.



Si se observa el Gráfico 2, en las tareas que están desempeñando las per-
sonas afrodescendientes que ingresaron al Estado hay también un predominio 
de tareas de servicios, oficios y puestos subalternos del Ministerio de Defensa 
Nacional y Ministerio del Interior, totalizando un 61% de los ingresos del pe-
ríodo. Hay un 7% que ingresó para desempeñar tareas profesionales, 5% de 
docencia, 1% como educadores y 16% como administrativos, estas tareas que 
requieren en general más calificación totalizan un 29%. 

Es así que las personas afrodescendientes que han ingresado por la ley lo han 
hecho mayormente en puestos que requieren relativa baja calificación educati-
va. Esta situación se iguala a la realidad de una fuerte segregación en el ámbito 
laboral caracterizada por una histórica estratificación con mayor concentración 
de personas afrodescendientes en ocupaciones de baja calificación. 

Gráfico 2. Distribución de las personas afrodescendientes ingresadas  

por tipo de tareas, 2014-2022

Personal subalterno
MDN 34%

Docencia 5%

Técnico-Profesional/
Profesional 7%

Oficios 12%

Administrativo/a 16%

Aux/Servicios/
Mantenimiento y 

afines 11%

Sin dato 4%

Otros 3%

Personal de 
campo 2%

Educadores 1%

Subalterno MI 4%
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Mujeres 41%

Hombres 59%

5.4.6	 Distribución de las personas afrodescendientes  
ingresadas por género 2014-2022

Desde una perspectiva de género, en el mercado laboral existe una mar-
cada diferencia entre la población afrodescendiente: la mano de obra mascu-
lina se destina a empleos manuales rutinarios, mientras que la mano de obra 
femenina predomina en el servicio doméstico. Asimismo, es necesario seña-
lar que las personas afrodescendientes en capacidad laboral activa presen-
tan altas tasas de desempleo y las mujeres afrodescendientes presentan los 
más marcados índices, siendo víctimas de discriminación racial para acceder a 
puestos laborales, a ascensos y mejores salarios.

Esto refleja que “las ocupaciones laborales de las personas afro se encuen-
tran doblemente tipificadas, tanto por género como por etno-racialidad a la 
que deben sumarse la dimensión de clase” (Guigou, Iguini y Lotti, 2017, p. 35).

Esto converge con que las mujeres afrodescendientes presentan un ingre-
so precoz a la vida reproductiva, registrándose una fuerte concentración de la 
edad del primer hijo entre los 15 y 19 años, existiendo una fecundidad más 
elevada que la de las mujeres no afrodescendientes, acumulando al final de 
su vida fértil un hijo más en promedio (Bucheli y Cabella, 2008), lo cual incide 
en su permanencia en el sistema educativo.

En cuanto a los ingresos a puestos de trabajo en el Estado entre 2014 y 2022, 
como lo expresa el Gráfico 3, se dio una brecha de 18% favorable a los hombres. 

Gráfico 3. Distribución de las personas afrodescendientes ingresadas  
por género, 2014-2022

Nota: Ingresaron 3 personas trans.
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Esta brecha tiene también un comportamiento dispar en el período, obser-
vándose una mayor presencia femenina entre el 2018 y 2020, que desciende 
en 2021 y vuelve a subir en 2022 (Tabla 7).

En cuanto al ingreso al Estado, una mirada de género permite evidenciar 
que las mujeres afrodescendientes, a pesar de ser mayoría también en las ta-
reas de servicios, han ingresado en puestos que requieren mayor calificación 
que los hombres, predominando entre los técnicos-profesionales, docentes, 
educadores y en tareas administrativas, mientras los hombres afrodescen-
dientes predominan entre el personal subalterno del Ministerio de Defensa 
Nacional y el Ministerio del Interior, oficios, guardavidas y también en los 
puestos de decisión (director departamental).

Esto puede significar que para las mujeres afrodescendientes que logran 
avanzar en su trayectoria educativa la cuota en el ámbito público opera como 
un aspecto de protección, cumpliendo su objetivo de colaborar en romper 
con las desigualdades estructurales. Sin embargo, que un tercio de quienes 
ingresan lo hagan como subalternos del Ministerio de Defensa y del Ministerio 
del Interior muestra la dificultad en romper dichas desigualdades, así como 
la necesidad de profundizar en programas que apoyen los logros educativos 
de esta población o en estrategias duales que combinen formación y trabajo.

Tabla 7. Evolución de la distribución por género de las personas afrodescen-
dientes ingresadas, 2014-2022

2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022

Cantidad ingresos 140 341 275 361 642 461 133 200 440

Mujeres % 31 21 32 31 46 49 53 33 47

Hombres % 65 79 68 69 54 51 47 67 53

Trans  1 2

Sin dato 3
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Tabla 8. Distribución en porcentajes de las personas afrodescendientes ingre-
sadas por tipo de tareas, 2014-2022

Hombre Mujer Trans Total

Personal subalterno Ministerio de 
Defensa Nacional

84,3 15,7 33,8

Administrativo/as 31,1 68,4 0,4 15,7

Oficios 66,4 33,6 11,7

Aux/Servicios/Mantenimiento y afines 43,8 56,2 11,4

Técnico-Profesional/Profesional 27,9 72,1 7,3

Docencia 40,0 60,0 5,2

Subalterno Ministerio del Interior 63,9 36,1 4,1

Personal de campo 26,0 74,0 2,4

Educadores 20,5 79,5 1,5

Oficial postal 38,5 61,5 0,4

Director/a departamental 80,0 20,0 0,2

Guardavidas 75,0 25,0 0,1

Servicio exterior 50,0 50,0 0,1

Otros 40,7 57,6 1,7 2,1

Sin dato 86,9 13,1 4,1

Total 58,7 41,2 0,1 100,0

5.4.7	 Distribución de las personas afrodescendientes  
ingresadas por grupo de edad 2014-2022

La estructura demográfica de las y los afrodescendientes presenta un 
promedio de edad menor que la del promedio nacional. Los resultados del 
módulo de raza (1996-1997), los datos de la Encuesta Nacional de Hogares 
Ampliada (ENHA, 2006) y las posteriores ediciones de la Encuesta Continua de 
Hogares (ECH) del INE reiteran esta pauta, que es ratificada también por los 
datos del Censo 2011. 

La evolución de edades de la población afrodescendiente adopta una for-
ma piramidal, con una base ancha que se angosta hacia el vértice, propia de 
una población joven, en la que el peso relativo de cada grupo de edad dismi-
nuye a medida que avanza la edad.
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Los ingresos al Estado de personas afrodescendientes se han dado en un 
65% para el grupo de 18 a 29 años y solamente un 5% de quienes ingresaron 
por la cuota tenían más de 45 al momento del ingreso (Gráfico 4). Esta estruc-
tura se da por el importante peso de los ingresos a puestos de subalternos del 
Ministerio de Defensa Nacional y el Ministerio del Interior, organismos donde 
existe un límite de edad máxima al ingreso.5

Gráfico 4. Distribución de las personas afrodescendientes ingresadas  
por grupo de edad, 2014-2022

Nota: 4 casos sin dato.

5.4.8	 Distribución de las personas afrodescendientes  
ingresadas por tipo de vínculo

Según el artículo 4 de la Ley 19.122, los organismos públicos están obliga-
dos a destinar anualmente el 8% de los puestos de trabajo a personas afro-
descendientes que cumplan con los requisitos constitucionales y legales para 
acceder a ellos, previo llamado público. Esto significa que, a excepción de los 
contratos de arrendamientos de servicio y arrendamientos de obra (según el 
Decreto 144/014), en los llamados para todos los tipos de vínculo deberá rea-
lizarse la reserva de puestos.

Un análisis del total de los ingresos de los diez años de implementación del 
artículo 4 de la ley por tipo de vínculo permite evidenciar que, si bien se han 
dado ingresos en todos los tipos de vínculo, la mayoría de los ingresos han 

5	 La edad máxima de ingreso para subalternos del Ministerio de Defensa Nacional es 29 años.
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sido en tipos de vínculo con calidad de funcionarios públicos y para tareas de 
carácter permanente (Tabla 9).

Tabla 9. Evolución de ingresos de personas afrodescendientes por tipo de 
vínculo, 2014-2022

Tipo de vínculo 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 Total

Presupuestado 7 24 64 79 96 15 24 79 388

Contrato de función 
pública o permanente 10 9 16 13 22 84 15 26 45 240

Efectivo militar/
policial 97 150 134 170 66 118 17 93 148 993

Provisoriato 3 14 28 178 64 13 3 303

Contrato de trabajo 12 16 62 13 103

Docente 2 2

Empleado 
permanente 8 8

Contrato eventual 2 13 18 8 1 1 27 70

Contrato jornalero 9 1 10

Contrato laboral 1 5 4 9 9 11 7 2 48

Contrato temporal 3 3

Contrato zafral 19 29 28 19 33 46 14 18 61 267

Reservista 4 4

Gerentes y Directores 
MGAP Contrato Ley 
19.355 art. 275

2 2

Contratado 1 9 17 10 93 23 13 38 204

Contrato a término 4 1 13 18

Dietas y docentes no 
escalafonados 71 71

Empleado temporal 1 6 9 16

Suplente/suplente 
eventuales 5 5 9 19

Becario 14 9 17 4 6 4 2 56

Pasante 1 0 8 1 4 11 7 5 6 43

Sin datos 6 119 125

Total 140 341 275 361 642 461 133 200 440 2993
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6.	 Conclusiones 

Las conclusiones que se exhiben a continuación, de acuerdo con la infor-
mación recogida, sugieren diversas dimensiones de la problemática. Se trata 
de algunas reflexiones que no pretenden más que abrir nuevas interrogantes 
en torno a la temática. Como lo expresa el título de este informe el Estado 
mantiene, a diez años de la Ley 19.122, un conjunto de ausencias y desafíos 
para su cumplimiento real y efectivo.

La dignidad inherente a todas las personas y la búsqueda constante de 
la igualdad y no discriminación entre los seres humanos son principios bá-
sicos consagrados en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y la Convención Internacional sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (Convención Inte-
ramericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de 
Intolerancia, 2017).

Para ello, los Estados tienen la obligación de adoptar medidas para fo-
mentar y estimular el respeto y la observancia de los derechos humanos y 
las libertades fundamentales de todos los individuos y grupos sometidos a su 
jurisdicción, sin distinción alguna por motivos de raza, color, linaje u origen 
nacional o étnico. 

Es importante destacar que tanto el tema racial como los temas de dis-
criminación racial y exclusión y el reconocimiento de la existencia de grupos 
históricamente postergados producto del racismo han ocupado un lugar en 
la agenda del Estado uruguayo. De todas formas, a pesar de los avances que 
se han observado hacia una mayor equidad racial en el país, debemos seguir 
refiriéndonos a una desigualdad estructural, situación que afecta la realidad 
de las personas afrodescendientes. 

La ley es la principal acción afirmativa que implementa el Estado para las 
personas afrodescendientes. Esta busca implementar una intervención esta-
bleciendo como principio gestor la “igualdad real” frente a la “igualdad for-
mal”. El principal objetivo de las acciones afirmativas para las personas afro-
descendientes es combatir el racismo y sus efectos duraderos y persistentes 
estructurados en el sistema social racializado que va mutando mediante me-
canismos de mantenimiento del status quo. Las cuotas son una de las posibili-
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dades para buscar promover un cambio cultural. La Ley 19.122, lejos de ser la 
solución final al racismo estructural, constituye una herramienta para afrontar 
las desigualdades étnico-raciales, ya que busca brindar soluciones concretas 
para reparar la desventaja histórica de la comunidad afrouruguaya (Iguini, Ma-
ciel, Miguez y Rorra, 2017).

Entre 2014 y 2022, solamente el 52,8% de los organismos obligados había 
implementado ingresos de personas afrodescendientes por cuotas. Las tasas 
más altas de cumplimiento corresponden al Poder Ejecutivo y las más bajas a 
las personas jurídicas de derecho público no estatales y al Poder Legislativo. 
Los afrodescendientes beneficiados han sido 2993 y aún no se ha llegado al 
cumplimiento de la cuota, siendo el 2018 el año en que se registró el número 
más alto de ingresos por cuota, con un 3,29%, seguido del 2,7% en el 2015. 

Paralelamente, la INDDHH ha recibido varias denuncias y tomado resolu-
ciones que, en algunos casos, coadyuvaron a producir modificaciones concre-
tas en los procedimientos de los organismos, a fin de mejorar su cumplimien-
to, como es el caso de la UDELAR.

Por todo lo mencionado anteriormente, la implementación de la Ley 19.122 
supone un desafío para la sociedad uruguaya que requiere del compromiso de 
diversas instituciones y actores del Estado. Su incumplimiento refleja la nece-
sidad de continuar trabajando en la disminución de la discriminación racial 
que sufre la población afrodescendiente. 

Este informe busca, por último, que se realicen acciones de exigibilidad del 
cumplimiento de la ley, dado que el Estado es el encargado de garantizar los 
derechos humanos de las personas afrodescendientes. Así lo establecen los 
marcos normativos internacionales y los nacionales que lo mandatan para el 
desarrollo de políticas públicas efectivas hacia dicha población. Esto se tradu-
ce en una intervención más activa en el combate al racismo y la promoción de 
la equidad por parte del conjunto del aparato estatal para constatar acciones 
concretas en pos de una sociedad más justa e igualitaria. 
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